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inTroducción

el senAdo en lA encrucijAdA

El Senado duplica la representación política del Con-
greso de los Diputados, reitera su dinámica partidista, es 
una cámara residual en el ejercicio del control político y 
está totalmente subordinada al Congreso en el ejercicio 
de la función legislativa. El Senado no modera ni contri-
buye especialmente a la reflexión, tareas tradicionalmen-
te desempeñadas por las segundas cámaras. y aunque el 
art. 69.1 CE lo define como una cámara de representación 
territorial, apenas desempeña funciones propiamente te-
rritoriales y su representatividad tampoco es territorial, 
sino política, fruto de la elección popular directa de cua-
tro quintas partes de sus miembros entre candidatos de 
partido y de la designación del resto por los respectivos 
parlamentos autonómicos proporcionalmente a su com-
posición.

Debido a la escasa funcionalidad del Senado, la aca-
demia y la clase política debaten desde hace tiempo 
sobre la forma de potenciar su posición en el sistema 
constitucional, siendo la tesis dominante la necesidad 
de convertirlo en una auténtica cámara de representa-
ción territorial, como se presupone que existe en otros 
Estados descentralizados. A tal efecto, fue reformado el 
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Reglamento del Senado. y, ante el fracaso de este intento 
de especialización territorial, desde hace años se postula 
abiertamente la reforma constitucional de la institución, 
ampliando sus funciones territoriales y modificando su 
composición a fin de facilitar la integración de las CCAA 
y hacerlas partícipes en la formación de la voluntad le-
gislativa estatal. La conversión del Senado en una cáma-
ra representativa de las CCAA sería, en palabras de soLo-
zábaL ecHavarría (2014: 58), «la prueba de la pluralidad 
del Estado». Dicha reforma compensaría, en clave insti-
tucional, «el espacio de vacío orgánico y funcional origi-
nado por el grado de descentralización conseguido» en 
el Estado autonómico (cHueca rodríGuez, 2005: 204). y 
reduciría el supuesto déficit de participación de las CCAA 
en las decisiones adoptadas por los órganos estatales; es 
decir, en las denominadas relaciones de inordinación ca-
racterísticas de los Estados federales e institucionalmen-
te muy limitadas en nuestro Estado autonómico (vírGa-
La foruria, 2017: 2-4).

En la necesidad de acometer la reforma constitucional 
del Senado coinciden varios partidos políticos, singular-
mente el PSOE desde la declaración de Granada de 2013, 
Iu y Podemos con sus confluencias. Más matizadamente, 
a través del cambio de naturaleza de la institución y la 
reducción de sus miembros, Ciudadanos también com-
parte que la reforma es necesaria. y así lo defienden, 
igualmente, la mayoría de la doctrina y diversas insti-
tuciones y fundaciones, cuyos informes y propuestas se 
han multiplicado en los últimos años como consecuencia 
de la crisis territorial desencadenada por el desafío inde-
pendentista en Cataluña y con el propósito de intentar 
encauzarla. 

En este sentido, el Instituto de Derecho Parlamentario 
de la universidad Complutense de Madrid publicó, bajo 
el título Pautas para una reforma de la Constitución, un 
detallado informe elaborado por una veintena de cons-
titucionalistas dirigidos por el profesor García roca 
(2014: 57-65), en el que se afirma que «la teoría federal 
del Estado —y la regional— revela que no es posible la 
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descentralización sin un verdadero Senado de represen-
tación territorial». La reforma sería la oportunidad para 
dar soporte político a este tipo de representación distin-
ta de la política en sentido estricto, que integraría a las 
CCAA en el proceso de formación de la voluntad esta-
tal. Para lograrlo, se ofrecen dos opciones: la creación 
de un Senado electivo, mediante la designación de sus 
miembros por los parlamentos autonómicos o por elec-
ción directa de los ciudadanos de cada comunidad, o la 
institucionalización de un Consejo de las CCAA integra-
do por representantes de los gobiernos autonómicos al 
modo alemán. 

En el documento «Ideas para una reforma de la Cons-
titución», una decena de constitucionalistas y administra-
tivistas dirigidos por muñoz macHado (2017: 10-12) tam-
bién subrayan la necesidad de un Senado territorial como 
«órgano de integración tanto para garantizar la participa-
ción autonómica en las decisiones del Estado como para 
reducir la conflictividad en el ejercicio competencial»; un 
Senado que debería desempeñar un papel fundamental 
en la elaboración de las leyes que afectaran a las CCAA, 
dirigir e impulsar las relaciones intergubernamentales de 
cooperación e implicar a las CCAA tanto en la fase ascen-
dente como descendente de las decisiones de la uE. Para 
desempeñar estos cometidos, el modelo postulado por los 
autores es el del Consejo Federal (Bundesrat) alemán inte-
grado por delegados de los gobiernos territoriales, inter-
cambiables según el tema a tratar y sometidos al mandato 
de sus ejecutivos. 

Coincide en la necesidad de impulsar el Senado el gru-
po de trabajo constituido en la Fundación para la Inves-
tigación sobre el Derecho y la Empresa (FIDE), cuyo in-
forme sobre «la reforma de la organización territorial del 
Estado» (2018: 10-12) apuesta, asimismo, por una cámara 
territorial de delegados de los gobiernos autonómicos. y 
en el mismo sentido se han pronunciado en 2018 el Cír-
culo de Economía de Barcelona, en sus «Propuestas para 
mejorar el autogobierno de Cataluña y el funcionamiento 
territorial del modelo territorial de Estado», y el Consell de 
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la Comunidad valenciana, en su «Acuerdo sobre la refor-
ma constitucional»  1.

Estas propuestas de reforma del Senado comparten la 
premisa de que las segundas cámaras federales garantizan 
la pluralidad de los entes subcentrales frente a la unidad 
de los Estados compuestos, representada en la cámara po-
pular. y asumen que la representación que esas segundas 
cámaras acogen no es una representación política expre-
sada a través de otra representatividad, sino una represen-
tación completamente distinta, de naturaleza territorial y 
no política, que permite objetivar en su seno la voluntad 
de los territorios. Frente a las cualidades de estas cáma-
ras, el Senado español sería, según la tesis dominante, un 
sucedáneo de lo que debe ser; una rémora para el eficaz 
funcionamiento del Estado autonómico debido a la impo-
sibilidad de actualizar dicha representación especial. y en 
tanto el Senado no sea reformado, quienes asumen esta te-
sis consideran que nuestro modelo de Estado carecerá del 
principal instrumento de integración y de salvaguarda de 
la autonomía de sus comunidades miembros que poseen 
otros Estados compuestos.

Dichas premisas resultan, sin embargo, muy cuestio-
nables. Las segundas cámaras federales a las que se apela 
como referente no son órganos de las entidades federa-
das y no expresan jurídicamente la voluntad de estas. y 
tampoco desde el punto de vista político juegan sobre sus 
miembros dinámicas o condicionamientos distintos a los 
que afectan a los integrantes de las cámaras bajas que les 
haga portadores de otra representatividad alternativa. La 
práctica comparada de estas segundas cámaras excluye 
su especificidad territorial, porque, pese al modo de de-
signación de sus miembros y a las funciones asignadas, 

1 Las propuestas del Círculo de Economía y el acuerdo del Con-
sell valenciano pueden verse en https://www.circuloeconomia.com/
wp-content/uploads/2018/04/opinio-reunio-ES-online-1.pdf y http://
www.transparencia.gva.es/documents/162282364/165197951/acuer-
do+del+Consell+sobre+la+reforma+constitucional.pdf/ecc2fe28-4b83-
4606-97db-d582d726b27b, respectivamente.
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no pueden sustraerse a la vis atractiva de la dinámica de 
mayorías que anula su pretendida representación espe-
cial. Ni siquiera cuando, como en el Bundesrat alemán, 
sus miembros reciben instrucciones de los gobiernos te-
rritoriales. De ahí la reforma del Bundesrat en 2006, tras 
haberse constatado que la fórmula poco común de habi-
litar constitucionalmente un órgano para «integrar en la 
voluntad del Estado unos supuestos intereses territoriales 
distintos de los políticos no puede evitar que quienes los 
promueven sean sujetos políticos —responden ante un 
electorado— que defienden intereses igualmente políti-
cos» (caamaño domínGuez, 2018: 71).

Por otro lado, la participación efectiva de los intereses 
territoriales en la formación de las decisiones estatales no 
pasa por las segundas cámaras; depende del sistema de 
partidos y de la fuerza de las estructuras partidistas te-
rritoriales sobre las estructuras partidistas comunes. y es 
a través de estas variables como los intereses territoria-
les se actualizan en los Estados compuestos, lo que en el 
caso español ocurre en el Congreso de los Diputados y a 
través de las relaciones intergubernamentales. Las segun-
das cámaras, en fin, existen en la mayoría de los Estados 
federales, pero, como subrayan numerosos estudios com-
parados (TriveLLi, 1975; La PérGoLa, 1994; TsebeLis y mo-
ney, 1997; WaTTs, 2008), poco aportan hoy a la estructura 
federal, reproducen la misma dinámica de las primeras 
cámaras y difícilmente pueden considerarse, por su falta 
de funcionalidad y representatividad específicas, esencia 
de los Estados compuestos.

Partiendo del estudio de la configuración actual del 
Senado en España, este trabajo se dedica a analizar los 
fundamentos de las propuestas que pretenden hacer del 
Senado una auténtica cámara de representación territo-
rial, así como las razones existentes para su refutación. 
A efectos sistemáticos, el trabajo se estructura en seis ca-
pítulos. Tras esta introducción, dedicada a reseñar la en-
crucijada en la que el Senado se encuentra, se abordan 
en los capítulos I y II la irreductible tensión existente en-
tre el bicameralismo y el principio democrático, los an-
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tecedentes y presupuestos constitucionales de la opción 
bicameral en España y la configuración del Senado en el 
proceso constituyente. Los capítulos III y Iv tienen por 
objeto analizar el carácter asimétrico y desigual de nues-
tro bicameralismo, que aboca al Senado a la irrelevancia, 
y el fracaso de los intentos de especialización territorial de 
la cámara a través de la reforma del reglamento parlamen-
tario. El capítulo v se dedica a sistematizar las propuestas 
de reforma constitucional del Senado formuladas a partir 
del informe del Consejo de Estado de 2006 y centradas en 
cuatro aspectos: la identificación del significado de la re-
presentación territorial, la revisión de la composición del 
Senado y de distribución de sus miembros, la forma de 
designación de los senadores y las funciones de alcance 
territorial que cabría atribuirle. En el capítulo vI se su-
brayan críticamente las inconsistencias que, en la teoría 
y la práctica comparadas, plantea el mito de las cámaras 
de representación territorial. Finalmente, en el Epílogo de 
la obra se exponen las razones por las que, a juicio del 
autor, la reforma constitucional del Senado en el sentido 
propuesto es innecesaria y, de llevarse a cabo, no logra-
rá lo que pretende: ni la integración de los nacionalismos 
irredentos, ni la actualización de una representación es-
pecial en un órgano que, invariablemente y al margen de 
la forma de reclutar a sus miembros, seguirá regido por la 
dinámica de partidos.



caPíTuLo i

lA tensión entre el bicAmerAlismo 
y el principio democrático

El bicameralismo se consolidó y generalizó bajo el 
constitucionalismo liberal, que vio en la división del poder 
legislativo en dos cámaras de extracción diversa un efi-
caz freno de los posibles excesos de la cámara de elección 
popular, en el sentido formulado por monTesquieu (1993: 
110-113), según el cual cada cámara moderaría la acción 
de su alter ego en un juego de equilibrios y limitaciones 
característico del primer liberalismo.

 El bicameralismo nació, sin embargo, mucho antes, 
en Inglaterra, en el contexto de una sociedad altamente 
estratificada. A la Cámara de los Lores, que venía repre-
sentando a los estamentos privilegiados ante la Corona, se 
sumó en 1339 la Cámara de los Comunes, integrada por el 
clero bajo y los representantes de las villas y condados en 
que estaba dividido el reino. A medida que los Commons 
consolidaban su posición, la cámara aristocrática asumió 
la función conservadora de contrapeso, en alianza con la 
Corona, suspendiendo e incluso vetando los proyectos de 
ley (Bills) aprobados por la cámara baja. Desarrollos simi-
lares tuvieron lugar en hungría (1397) o Polonia (1453) y 
en la mayoría de los territorios del antiguo imperio caro-
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lingio, que adoptaron la fórmula tricameral (vareLa suan-
zes-carPeGna, 2006: 144, y sáenz royo, 2017: 507-508).

Tras la Revolución Francesa, las constituciones de 1791 
y 1793 asumieron la idea de soberanía nacional, conside-
rada única e indivisible, razón por la que debía ser repre-
sentada en una sola cámara, integrada por diputados o 
representantes del todo nacional. Concebida en estos tér-
minos, la voluntad general de la nación excluía la exis-
tencia de segundas o terceras cámaras que, con una com-
posición distinta, pudieran condicionar su libre expresión 
y bloquear las medidas revolucionarias aprobadas por la 
assemblée nationale. La voluntad soberana de la nación 
no debía ser frenada. El unicameralismo se adoptó, por 
ello, en ambas constituciones francesas y fue la opción in-
corporada en otras constituciones europeas del periodo, 
como la polaca de 1791, la española de 1812 o la portu-
guesa de 1822.

Las monarquías constitucionales instauradas tiempo 
después vieron, sin embargo, en el bicameralismo de base 
social el modelo a imitar. Las razones fueron puramente 
prácticas. y es que, si quienes se sentaban en los escaños 
del parlamento ya no defendían mayoritariamente los in-
tereses de los estamentos próximos al monarca, poniendo 
en peligro sus intereses y la estabilidad del gobierno, «nada 
mejor para contener aquel ímpetu transformador que apli-
car institucionalmente su misma receta: divide et impera. 
El bicameralismo apareció, así, como una solución casi 
natural, que permitía establecer en favor de las viejas elites 
una caja de resistencia política que aprovechaba las iner-
cias de la historia y ofrecía la gran ventaja de participar 
plenamente de la nueva lógica del constitucionalismo y, 
particularmente, de su idea de establecer frenos y contra-
pesos al ejercicio del poder» (caamaño domínGuez, 2018: 
64). Consecuentemente, el bicameralismo social se adoptó, 
casi sin excepción, en la mayoría de las constituciones eu-
ropeas decimonónicas, a través de un modelo parlamenta-
rio en el que convivía una cámara baja electiva, designada 
inicialmente mediante sufragio restringido, y una cámara 
alta de composición oligárquica con función moderadora.




